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❚ Soledad Valle/Marta Esteban        

La Abogacía del Estado ha 
reiterado los argumentos 
que empleó el Gobierno pa-
ra justificar la ley del aborto 
en sus alegaciones ante el 
Tribunal Constitucional 
frente al recurso que presen-
tó el Partido Popular y Nava-
rra. El texto presentado por 
el abogado del Estado insiste 
en que "no existe un dere-
cho a la objeción de con-
ciencia frente a cualquier 
cuestión relacionada con el 
aborto, sino únicamente un 
derecho de objeción de con-
ciencia a no intervenir di-
rectamente en el acto de in-
terrupción del embarazo". 

Ante estas alegaciones, 
Marcos Gómez Sancho, pre-
sidente de la Comisión de 
Deontología de la Organiza-
ción Médica Colegial 
(OMC), reconoce la ambi-
güedad con que la ley del 
aborto recoge el derecho de 
objetar del médico e insiste 
en que "es un derecho que 
debe reglamentarse y desa-
rrollarse". Aun así, Gómez 
Sancho afirma que "sería di-
fícil de defender que un mé-
dico de atención primaria 
pudiera objetar a un aborto". 

Por su parte, Ricardo de 
Lorenzo, abogado y experto 
en Derecho Sanitario, apun-
ta que "la naturaleza jurídica 
constitucional de la obje-
ción de conciencia es la de 
un derecho fundamental 
que forma parte del conteni-
do del artículo 16 de la 
Constitución Española, más 
concretamente, la libertad 
de conciencia". 

ABORTO TRAS LAS ALEGACIONES DEL ABOGADO DEL ESTADO EN EL TC

El derecho a abortar que la ley reconoce a las mujeres 
entre 16 y 18 años vuelve ser objeto de polémica. La 
Abogacía del Estado justifica el reconocimiento de 
este derecho basándose en el "interés superior de 
protección de la menor". De hecho, ese interés supone 
que, a juicio del Estado, "la forma más correcta de 
proteger a la menor de edad es reconocer como 
suficiente su voluntad, a cuya formación pueden 
contribuir los padres o representantes".  
Arturo Canalda, Defensor del Menor de la Comunidad 
de Madrid, considera que los razonamientos de la 
Abogacía del Estado "son injustificables".  
Canalda afirma que la ley del aborto "pone en tela de 
juicio la relación paterno filial. La ley dinamita por la 
base esta relación e introduce un elemento de 
distorsión entre padres e hijas". Canalda recuerda que 
"los padres están para educar a sus hijos". Además, 
insiste en que la norma del Gobierno obvia lo que 
establecen las leyes y es que cuando haya 
discrepancia entre una menor y sus padres sea un 
juez el que decida. 

A VUELTAS CON LAS MENORES

De Lorenzo critica el va-
cío legal en esta materia y 
declara que "la ausencia de 
una regulación específica de 
la objeción plantea inseguri-
dad jurídica". 

En cuanto al argumento 
del abogado del Estado de li-
mitar el derecho de objeción 
a los que participen directa-
mente en la interrupción 
del embarazo, De Lorenzo 
afirma que "no cabe esa li-
mitación si se tiene en cuen-
ta lo establecido en el dere-
cho comparado". 

Lejos de Europa 
Así lo ponen de manifiesto 
normas como la Ley de 
Francia de 17 de enero 1975, 
que establece que ningún 
médico o auxiliar está obli-
gado a cooperar o ejecutar 
un aborto; la ley alemana, 
de 18 de mayo de 1976, que 
dispone que nadie puede ser 
obligado a cooperar en una 
interrupción voluntaria del 
embarazo; la norma holan-
desa de noviembre de 1984, 
que dice que ningún perso-
nal del servicio sanitario 
puede ser discriminado por 
su negativa a la realización 
de prácticas abortivas, y, por 
último, la ley italiana de ma-

Nacional para la Defensa del 
Derecho a la Objeción de 
Conciencia (Andoc). 

Díez ha destacado que "la 
interpretación que hace la 
institución estatal del dere-
cho al aborto es totalmente 
opuesta a la que hace el Tri-
bunal Constitucional en la 

sentencia de 1985". Según el 
responsable de Andoc, la 
Abogacía del Estado "restrin-
ge el derecho fundamental 
de manera injustificada y sin 
ningún apoyo legal", negan-
do así la doctrina defendida 
por el Tribunal Constitucio-
nal que defiende que "no se 

pueden limitar los derechos 
fundamentales salvo por ra-
zones de orden público". 

La crítica más extendida a 
las alegaciones presentadas 
por la institución estatal es 
que responden únicamente 
a los intereses de un partido 
y no a los del Estado. 

Ricardo de Lorenzo.Marcos Gómez Sancho. José Antonio Díez. 

La OMC insiste en que se 
debe regular la objeción

La OMC reafirma la necesidad de que exista una regulación concreta del 
derecho a la objeción ante los argumentos que la Abogacía del Estado ha 
empleado para defender la ley del aborto en el Tribunal Constitucional. 

➔

yo de 1978, que establece 
que el personal sanitario y el 
que ejerza actividades auxi-
liares no vendrán obligados 
a la intervención para la in-
terrupción del embarazo 
cuando planteen objeción 
de conciencia. 

En consecuencia, De Lo-
renzo afirma que "en ningu-
na regulación europea se li-
mita el derecho de objeción 
exclusivamente al médico". 

En contra del TC 
Una visión crítica muy simi-
lar es la manifestada por Jo-
sé Antonio Díez, jurista res-
ponsable de la Asociación 

"La interpretación que 
hace la Abogacía del 
Estado del derecho a 
objetar es totalmente 

contraria a la del 
Constitucional", dice 
José Antonio Díez


